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 Con el presente artículo se pretende analizar la normativa respecto del derecho disciplinario en 
Colombia, toda vez que el mismo se torna muy garantista para el investigado y esta situación 
conlleva a que los funcionarios que están al servicio del Estado incumplan las normas jurídicas 
que exigen de ellos un determinado comportamiento, puesto que no se aplican sanciones 
efectivas a quienes actúan en contravía de los Principios, normas y valores que rigen la Función 
Pública, cabe señalar además que la carga que se le impone a quien ejerce dicho control,  la 
cual implica demostrar el dolo o el elemento subjetivo en la conducta investigada, es una 
situación que al parecer le resta eficacia al derecho disciplinario, y va en contravía de la 
finalidad del mismo, que es la de salvaguardar la obediencia, la disciplina, la rectitud y la 
eficiencia de los servidores públicos; ello sumado a las relaciones inter personales y 
“conveniencias políticas” que también influyen considerablemente en la ineficacia de dichos 
procesos. 
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With this article is to analyze the rules regarding the disciplinary law in Colombia, since it 
becomes very garantista for investigated and this situation leads to officials who serve the State 
comply with the legal rules requiring them certain behavior, since no effective sanctions against 
those who act against the principles, norms and values that govern the function apply public, it 
should also be noted that the burden is imposed on who exercises such control, which involves 
demonstrating the fraud or the subjective element in the conduct investigated, it is a situation 
that apparently detracts effective disciplinary law and goes against the purpose thereof which is 
to safeguard obedience, discipline, rectitude and efficiency of public servants; Coupled with 
interpersonal relationships and "political expediencies" that also have a significant influence on 
the inefficiency of these processes. 
 
Key Words: Keywords: disciplinary offenses; disciplinary proceedings; public server; due 




A propósito del Derecho Disciplinario y su aplicación en las Oficinas de Control Interno, es 
relevante hacer énfasis  en las dificultades que pueden presentarse en el ejercicio de este tipo de 
procesos. 
 
Lo anterior teniendo en cuenta  que la normatividad existente  y los principios consagrados en 
materia disciplinaria, tales como el principio de la culpabilidad consagrado en el artículo 13 de 
la ley 734 de 2001 y el artículo 128 ibídem, consagran unas garantías a favor del presunto 
infractor que le dificultan en cierta medida,  a quien ejerce dicho control, llegar a culminar 
satisfactoriamente  los procesos que versan la materia. 
 
Ello aunado a otros factores externos que afectan su aplicación tales como las relaciones  
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interpersonales o de amistad que pueden existir entre el presunto infractor y el operador  
 
disciplinario, dificultando aún más a que el proceso se lleve bajo principios tales como  
imparcialidad,  celeridad,  rectitud  y eficacia, necesarios en cualquier tipo de investigación o 
proceso de cualquier índole. 
 
En virtud a ello, este artículo responde a un análisis crítico de la norma que regula la materia, 
pretendiendo estudiar y analizar algunas de las causas del por qué se presentan dificultades en 
el desarrollo de la acción disciplinaria, razón por la cual nos apoyaremos en las fuentes 
jurídicas como la norma, la jurisprudencia y  la doctrina. 
 
Teniendo en cuenta además las posturas que tienen los autores frente al tema en cuestión. 
 
 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
En nuestro país  el derecho disciplinario se encuentra instituido para salvaguardar la función 
pública, bajo este entendido resulta preocupante que el mismo llegue a tener dificultades en su 
aplicación y efectividad pues se estaría desconociendo con ello lo establecido en el artículo 209 
de la Constitución Política y los fines para los cuales se creó la ley 734 de 2001 (Código Único 
Disciplinario), normas que pretenden proteger la función pública bajo principios de 
transparencia, eficacia, rectitud entre otros y por ende reprender a quien incumpla con tan digna 
labor. 
 
Es así, como esta disciplina jurídica despierta gran interés a la hora de alcanzar los fines 
previstos en los que está constituido, puesto que en su naturaleza arraiga la concepción de 
derecho punitivo, imponiendo una sanción a quien realiza comportamientos contrarios al deber 
legal, alterando el funcionamiento efectivo de la administración, quebrantando los principios 
fundamentales que debe practicar un funcionario público. 
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Como género del derecho sancionador, el derecho disciplinario tiene tres divisiones: penal, 
contravencional y disciplinario, esto explica el por qué de que los funcionarios públicos deban 
responder por sus acciones y omisiones, mientras que los particulares por sus acciones. 
  
Se evidencian enormes dificultades al momento de aplicarlo puesto que en las entidades 
públicas  existen muy pocos operadores disciplinarios calificados para ejercer plenamente la 
administración de justicia en materia disciplinaria, encontrando que en dichas oficinas llegan 
funcionarios a ocupar los cargos en muchas ocasiones por favores políticos y no por tener el 
perfil ocupacional requerido. 
De igual manera, se puede verificar que en el derecho disciplinario no es obligatoria la defensa 
técnica, por consiguiente los sujetos procesales no requerirían para su defensa un profesional 
del derecho a menos que lo solicite, o lo designe asumiendo el pago del mismo de su propio 
peculio; circunstancia que en muchas ocasiones las exigencias del operador disciplinario no 
sean las mejores. 
No parece procedente que el funcionario que investiga sea el mismo que juzga, lo cual resulta 
ser poco imparcial, porque las hipótesis planteadas por el funcionario instructor son las mismas 
que va a analizar ese mismo funcionario en la etapa de juzgamiento. 
Así mismo, se encuentra que muchos profesionales del derecho consideran al derecho 
disciplinario como un acápite del derecho penal, en tanto que otros consideran que el derecho 
disciplinario pertenece al derecho administrativo, sin percatarse que esta rama del derecho 
ahora es autónoma que se rige por sus propios principios y su propio procedimiento. 
Por último, son muy pocos juristas y doctrinantes que existen en Colombia para orientar a los 
estudios de esta materia, lo cual se convierte en una talanquera en el momento en que se exige 
su aplicación. 
FORMULACION DEL PROBLEMA 
En tal virtud, se formula la siguiente pregunta: 
¿Cuáles  son las dificultades que se presentan en  la aplicación y efectividad del derecho 
disciplinario al interior de las Entidades Públicas? 
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Si bien es cierto el derecho disciplinario ha existido de antaño en la legislación colombiana, el 
mismo vino a consolidarse con mayor  fuerza  con la Constitución de 1991 y posteriormente 
con la ley  200 de 1995, mediante la cual se le otorga naturaleza jurídica a la Procuraduría 
General de la Nación como un organismo de supervisión y control de la función Pública, 
teniendo en cuenta además  la necesidad de su implementación debido al momento de crisis 
Político económico y social en el que se encontraba el Estado Colombiano para esa época. 
   
Este Código a pesar de representar un avance en  materia disciplinaria comenzó a presentar 
serios inconvenientes a la hora de aplicarlo a los procesos que estaban cursando y los que se 
iniciaron en su vigencia, pues se podían detectar los vacíos e inconsistencias como lo era en el 
régimen sancionatorio, dado que impedía imponer sanciones acordes a la conducta por no 
incorporar de manera taxativa las faltas gravísimas, las cuales permiten destituir al funcionario. 
 
Los operadores judiciales debían remitirse al Código Penal para analizar e interpretar conceptos 
tales como el bien jurídico tutelado que en estos casos es el Estado, debiendo iniciar un proceso 
penal para poder demostrar dicha antijuricidad y así comprobar la responsabilidad disciplinaria. 
 
Según (Villazón) dichos adelantos fueron desacertados e infructuosos, en el sentido de que las 
sanciones señaladas  no eran proporcionales  con la gravedad de las conductas,  había  falta de 
enumeración de las faltas graves y gravísimas y  existía poca claridad con respecto al 
procedimiento aplicable, lo cual convertía a esta rama de derecho  en su saludo a la bandera que  
no resolvía la problemática actual  ni cumplía los fines para los cuales había sido  instituida. 
  
En virtud de lo anterior se crea el Código Único Disciplinario con la ley 734 de 2002, con la 
intención de dar una solución efectiva a los problemas arriba planteados, dando además  un 
trato diferencial entre el derecho disciplinario y el Derecho Penal, estructurando dentro de dicha 
normatividad principios que caracterizaran  al derecho sancionador, encargándose de 
reglamentar la potestad disciplinaria de los servidores públicos, es aquí donde se empieza a 
realizar la diferencia entre el injusto penal y la culpabilidad del Derecho Penal y el Derecho 
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Disciplinario, siendo este último una rama autónoma e independiente. 
 
Bajo este entendido, es importante recordar  que el derecho disciplinario está diseñado para 
proteger y salvaguardar la función pública, tal y como lo señala la Constitución Política de 
Colombia en su artículo 209 que reza lo siguiente: 
 
 Artículo 209. “La función administrativa está al servicio de los 
intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones. Las autoridades administrativas deben 
coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines 
del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un 
control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley”.  
 
De acuerdo a lo anterior es importante resaltar que  la Ley 734 de 2002 Código Disciplinario 
Único Colombiano, representó un gran avance en cuanto a la legislación disciplinaria, toda vez 
que permitió la unificación de la legislación que existía en materia disciplinaria, armonizándola  
y dotándola de una estructura lógica para garantizar a sus destinatarios la seguridad jurídica que 
se deriva de interpretaciones inspiradas en criterios uniformes y coherentes. Así mismo reguló 
la acción disciplinaria en forma detallada, comprensible y pormenorizada en cuanto a faltas, 
sanciones, derechos, deberes, prohibiciones y trámites y  contribuyó  en reducir la imprecisión 
que afectaba a los funcionarios encargados de su aplicación.  
 
Ahora bien   la ley 734 de 2002 si bien fue un adelanto en materia disciplinaria, también ha 
tenido falencias que a modo propio se traducen en ser “tan garantistas” con el servidor público 
infractor, una de estas falencias empieza con el principio de la culpabilidad   consagrado  en el 
artículo 13 de dicha norma, que señala “En materia disciplinaria queda proscrita toda forma de 
responsabilidad objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa” 
 
Sobre este principio la  Corte Constitucional  se ha pronunciado diciendo: 
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“Si la razón de ser de la falta disciplinaria es la infracción de unos 
deberes, para que se configure violación por su incumplimiento, el 
servidor público infractor sólo puede ser sancionado si ha procedido 
dolosa o culposamente, pues el principio de la culpabilidad tiene 
aplicación no sólo para las conductas de carácter delictivo sino 
también en las demás expresiones del derecho sancionatorio, entre 
ellas el derecho disciplinario de los servidores públicos, toda vez que 
“el derecho disciplinario es una modalidad de derecho sancionatorio, 
por lo cual los principios de derecho penal se aplican mutatis mutandi 
en este campo pues la particular consagración de garantías 
sustanciales y procesales a favor de la persona investigada se realiza 
en aras del respeto de los derechos fundamentales del individuo en 
comento, y para controlar la potestad sancionadora del 
Estado”(Sentencia C- 155 , 2002) 
 
Al respecto es relevante lo que señala (Acosta, 2014) para ilustrar mejor el panorama, veamos: 
 
“En términos generales, el postulado de la Culpabilidad Disciplinaria está 
referido a la exigencia de fundar la responsabilidad disciplinaria única y 
exclusivamente en el aspecto subjetivo, y no en el objetivo, de la conducta 
del individuo investigado (servidor público o particular con funciones 
públicas); esto es, en la realización de manera consciente y querida, o de 
manera culposa del comportamiento activo u omisivo, y no por el mero 
hecho del efecto causal sin atender la intencionalidad del sujeto 
disciplinado o la exigibilidad del proceder omitido”. 
 
 
Hasta aquí se entiende que  en  el principio de culpabilidad no basta con  que se haya 
materializado la conducta, sino que es necesario que la misma se haya realizado de manera 
consciente, esto es con la intención del sujeto disciplinado, de ahí que se considere que sea este 
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principio en términos generales, la piedra en el zapato de los organismos de control para poder 
emitir un fallo sancionatorio. 
Ahora bien, teniendo claridad sobre el concepto de culpabilidad en materia disciplinaria  y 
entendiendo con ello que el “el servidor público infractor sólo puede ser sancionado si ha 
procedido dolosa o culposamente” (Sentencia C- 155 , 2002)es necesario conocer la definición 
en el Derecho Penal Colombiano del dolo y la culpa. 
 
Para ello se tendrá en cuenta la definición que sobre el tema hace (Cotrina, 2015) en su artículo 
ANÁLISIS SOBRE LAS MODALIDADES DE LA CONDUCTA DISCIPLINARIA CON 
RELACIÓN A LA TEORÍA FINALISTA DEL DERECHO PENAL el cual  nos trae la 
diferenciación entre la preterintención, del dolo y la culpa veamos: 
“La preterintención como modalidad de la conducta, es tratada como la 
excepción a la regla general en tipificarse como falta disciplinaria. Caso 
contrario al dolo, en el que el agente conoce los hechos constitutivos de la 
infracción penal y quiere su realización (Congreso de la Republica, 2000., 
Art, 22). Según Maggiori: Hay dolo en la producción intencional de un 
resultado típicamente antijurídico que se sabe contrario al orden jurídico 
general (Maggoire, 1954)es decir, cuando se actúa con malicia, maldad, 
abuso, arbitrariedad o violencia inútiles o sin proporción(Solano S., 2003, 
pág. 67) yla culpa conocida como el producto de la infracción al deber 
objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible o 
hablándolo previsto, confió en poder evitarlo(Congreso de la Republica, 
2000., Art, 23) a lo que Carrara establece define como: la voluntaria 
omisión de diligencia en calcular las consecuencias posibles y previsibles 
del propio hecho(Carrara, 1997)”. 
De la anterior definición se puede entender que el servidor público infractor debió actuar con 
intención, con malicia, con plena consciencia de estar actuando contrariamente al orden jurídico 
cuando es a título de dolo y/o haber faltado al deber objetivo de cuidado por ser el mismo 
previsible, o aun siendo éste  previsible confió en poder evitarlo, cuando es a título de culpa, 
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ambas situaciones que deben ser probadas para que pueda ser sancionado mediante fallo 
disciplinario en su contra. 
Sin embargo de allí surge la siguiente inquietud, ¿cómo puede el Estado probar que el 
funcionario investigado sí obró con esa intención de llevar a cabo la conducta reprochable y/o 
en su defecto como probar que el hecho sí era previsible y que el funcionario faltó a su deber 
objetivo de cuidado? 
A propósito del tema el artículo 128 de la ley 734 de 2002 hace más difícil la situación en 
cuanto establece  que “Toda decisión interlocutoria y el fallo disciplinario deben fundarse en 
pruebas legalmente producidas y aportadas al proceso por petición de cualquier sujeto 
procesal o en forma oficiosa. La carga de la prueba corresponde al Estado”. 
Así mismo lo reitera la Corte Constitucional en su sentencia C- 155 del 2002 al indicar que: 
 “El titular de la acción disciplinaria no solamente debe demostrar la 
adecuación típica y la antijuridicidad de la conducta, pues ésta debe afectar o 
poner en peligro los fines y las funciones del Estado, sino también le 
corresponde probar la culpabilidad del sujeto pasivo manifestando 
razonadamente la modalidad de la culpa, para lo cual debe someterse a las 
nociones del dolo y culpa, en su definición y alcance, contenidas en el Código 
Penal”.(Sentencia, 2002)(Subrayas fuera del texto original). 
Con ello se puede entender que dichos postulados tales como la culpabilidad en materia 
disciplinaria y  la carga de la prueba a cargo del Estado, pretenden en principio y con gran 
convicción respetar los derechos del investigado disciplinariamente, en especial el debido 
proceso . Así lo entiende también  la Corte Constitucional señalando que “La sujeción que debe 
el derecho disciplinario a la Constitución implica que además de garantizar los fines del 
Estado Social de Derecho, debe reconocer los derechos fundamentales que rigen nuestro 
ordenamiento jurídico, siendo la culpabilidad uno de ellos según lo consagrado en el artículo 
29 Superior en virtud del cual “Toda persona se presume inocente mientras no se le haya 
declarado judicialmente culpable”(Sentencia, 2002). 
Sin embargo no previó el legislador para ese momento que debía entonces implementar 
herramientas y elementos contundentes que le fueran útiles  para el operador disciplinario a la 
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hora de iniciar un proceso de esta índole, lo cual quiere decir  que no equilibró las cargas dado 
que le dio muchas garantías al servidor público presuntamente  infractor y pocas herramientas 
al operador disciplinario, para poder investigar y culminar con un fallo condenatorio, de ser el 
caso. 
Teniendo en cuenta lo anterior, se puede deducir que tal como está estructurado el derecho 
disciplinario, no resulta eficaz para salvaguardar los principios y el correcto funcionamiento de 
la Administración Pública. 
Al respecto, el Doctor Alejandro Nieto en su revista Problemas Capitales del Derecho 
Disciplinario, hace la siguiente reflexión: 
…Al abordar cualquier tema de Derecho disciplinario, conviene hacer 
siempre una reflexión inicial a propósito de la escasa aplicación de sus 
normas en la vida administrativa. Fenómeno tanto más sorprendente 
cuanto que se refiere a un grupo concreto de individuos, cuya conducta 
profesional en casi todos los países nada tiene de ejemplar. Los 
funcionarios, hablando en términos generales, son poco eficientes y 
nada celosos, cuando no corruptos, y, sin embargo, sólo muy raramente 
se les aplican las dolorosas medidas de un régimen 
disciplinario…(Nieto, Problemas Capitales del Derecho Administrativo, 
1970). 
Por lo tanto es claro que estas situaciones empeoran la efectividad del derecho 
disciplinario, en cuanto hay menor control de la ciudadanía e inoperatividad de los 
entes de control debido al clientelismo político. 
De esta manera el Doctor Nieto, identifica las anteriores situaciones como una de las 
causas principales para que el derecho disciplinario no funcione, veamos: 
“En segundo lugar —y esta causa es ya más importante—, el 
funcionamiento ideal de una organización administrativa se encuentra 
entorpecido por una serie de relaciones personales, que con 
frecuencia llegan a desplazar al interés público, relajando la 
disciplina: «la autoridad jerárquica tiende a debilitarse, como el 
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control a esclerotizarse y la inspección a desaparecer»; más aún, «la 
autoridad se ejerce hoy muy raramente y en ciertos servicios, tanto los 
jefes como los subordinados han perdido incluso el hábito de su 
ejercicio, y sus relaciones son, Viás que jerárquicas, de simple 
camaradería» (2). Cuando en algunos países, como en España, la 
potestad jerárquica no corresponde, al menos en algunos casos, a los 
órganos administrativos, sino al Cuerpo al que pertenece el 
funcionario expedientado, es claro que el espíritu de Cuerpo o 
solidaridad personal ha de influir poderosamente en el indicado 
relajamiento (3). ( (Nieto, Problemas Capitales del Derecho 
Disciplinario, 1970)”. 
En este sentido, “las relaciones de camaradería” tal como lo menciona el Doctor Nieto, 
hacen parte de las diferentes dificultades que se presentan en  materia disciplinaria, en 
este caso ya no teniendo en cuenta los principios de la culpabilidad, ni la carga de la 
prueba entre otros, sino desde la realidad, esto es en lo que verdaderamente sucede en 
las Administraciones Publicas, en las cuales puede suceder  que el investigado tenga 
unas buenas relaciones sociales o respaldo Político para que de acuerdo a esas 
“relaciones personales” el proceso se archive en su mayoría de los casos, significando  
ello que habiendo o no las pruebas que demuestren la responsabilidad del investigado, 
las mismas ni siquiera serán analizadas, y el proceso se cerrará incluso en etapa de 
indagación preliminar.  
 En lo que concierne a la responsabilidad disciplinaria por faltas cometidas a título de 
dolo,  bastaba el conocimiento de los hechos y el de la ilicitud para poder imputar 
cargos, la Corte Constitucional se ha manifestado en la sentencia C -948 de 2002, 
indicando 
 “Que si bien es el incumplimiento del deber funcional lo que orienta la 
determinación de la antijuridicidad de las conductas que se reprochan 
por la ley disciplinaria. No es únicamente el desconocimiento formal de 
dicho deber el que origina la falta disciplinaria, sino que, como por lo 
demás lo señala la disposición acusada, es la infracción sustancial de 
dicho deber, es decir el que se atente contra el buen funcionamiento del 
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Estado y por ende contra sus fines, lo que se encuentra al origen de la 
antijuridicidad de la conducta. Así ha podido señalar esta Corporación 
que no es posible tipificar faltas disciplinarias que remitan a conductas 
que cuestionan la actuación del servidor público haciendo abstracción 
de los deberes funcionales que le incumben como tampoco es posible 
consagrar cláusulas de responsabilidad disciplinaria que permitan la 
imputación de faltas desprovistas del contenido sustancial de toda falta 
disciplinaria”. 
La Corte Constitucional declaró la exequibilidad del artículo 5 del Código Disciplinario 
Único, pese a que el demandante solicitó que se declarare la constitucionalidad 
condicionada del artículo 5 de la Ley 734 de 2002, bajo el entendido de que la 
afectación del deber funcional a que alude la norma debe ser material y no formal, so 
pena de que se vulneren el segundo inciso del artículo 2 y el artículo 29 
constitucionales.  
A su juicio, el artículo 5 vulnera los artículos 2 y 29 superiores, puesto 
que la antijuridicidad de la conducta bajo un referente jurídico formal, 
pues la falta disciplinaria estaría determinada solamente a la afectación  
al deber funcional y no por el daño material causado, que en últimas es 
el interés jurídico que deben proteger las autoridades públicas; 
Manifestando:  
“Que el deber funcional "solo es un medio para determinar si la 
conducta se estructura por la vulneración material y no formal, de un 
interés a cuya protección se debía orientar la realización del mismo”. 
Esto es cuando la Administración Pública se ve afectada por una 
conducta u omisión del funcionario. 
La sentencia resalta los conceptos de tipicidad y antijuricidad sustancial  como conceptos 
unidos, que los tipos disciplinarios son de mera conducta y no de resultado, sino que deviene 
del desconocimiento del deber que altera el correcto funcionamiento del Estado, pero que dicho 
desconocimiento no lo exonera de la imposición de la falta disciplinaria. 
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El funcionario público tiene una relación especial de sujeción, puesto que para poder 
posesionarse en su cargo debe hacer un juramento, donde están consignados los deberes que 
exige la constitución, la ley, el manual de funciones y el acto administrativo que se expide, no 
puede extralimitarse en sus deberes, pues esto conllevaría a incumplir un catálogo de  derechos 
generando el ilícito disciplinario. 
Viendo el panorama que se nos presenta en relación con el derecho disciplinario, hay que 
advertir que el mismo es poco esperanzador, toda vez que el mismo tal como está estructurado 
dentro de las Oficinas de Control Interno, podría resultar ineficiente para combatir las 
actuaciones irregulares o contrarias de quienes están al servicio del Estado, dado que su 
capacidad sancionatoria no se puede ejercer de manera arbitraria o con extralimitación en el 
ejercicio de su función, debiendo poner en práctica principios éticos a la hora de imponer 
sanciones de tipo preventivo o correctivo. 
Así las cosas, es evidente y además triste que la función pública no cuente con un aparato 
institucional fuerte, organizado y bien diseñado que vele por el buen desempeño y la rectitud de 
quienes desempeñan funciones del Estado, puesto que el mismo en su estructura, presenta  
dificultades. Ello empezando por una normatividad que al parecer contiene principios muy 
garantistas a favor del presunto infractor, aunado a los pocos recursos y herramientas con las 
que cuentan las oficina de control interno y teniendo en cuenta  las relaciones de amistad y 
“camaradería” que juegan un papel muy importante al interior de dichas oficinas, lo cual 
generaría que el operador disciplinario asuma una postura connivencia a la hora de imponer la 
sanción, siendo muy tolerante el funcionario competente en relación con las faltas que cometen 
sus subordinados. 
Igualmente, se considera relevante que se fortalezcan las Oficinas de Control Interno de las 
Administraciones Municipales, Departamentales y Distritales con personal de carrera 
administrativa para que no se presenten las falencias en cuanto a las relaciones de amistad o 
políticas que puedan “permear” la investigación disciplinaria y que le permitan al funcionario 
encargado,  mayor autonomía a la hora de emitir un juicio o fallo disciplinario. 
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Así mismo, que se les dote de herramientas tecnológicas de investigación que puedan resultar 
útiles para recolectar las pruebas que logren ante un caso de una conducta dolosa o culposa, 
desvirtuar el principio de la culpabilidad. 
Todo lo anterior, con el fin de combatir las falencias aquí señaladas y en consecuencia darle una  
verdadera aplicabilidad e importancia al Derecho disciplinario para  lograr la rectitud y 
mejoramiento de la función administrativa, de manera que ésta sea desempeñada por 
funcionarios correctos, que contribuyan a cumplir los fines esenciales del estado. 
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